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Primero que todo, señor Presidente, mi delegación desea presentar un atento saludo al Honorable Juez Diego García Sayán por su reciente designación como Presidente de la Corte y, por su digno medio, hacer a la vez extensivo ese saludo al señor Juez Leonardo Alberto Franco por su designación como Vicepresidente.  Saludamos la presencia del señor Pablo Saavedra y la Señora Emilia Segares, como Secretario y Secretaria Adjunta de la Corte.


Para Costa Rica es un verdadero honor acudir a esta cita anual, en la que por mandato de la Asamblea General hemos tenido ocasión los Estados de escuchar el informe de la Honorable Corte Interamericana de Derechos Humanos.  Al mismo tiempo, agradecemos profundamente al Presidente de la Corte su disposición de compartir en este foro el informe anual de ese Alto Tribunal hemisférico.


Luego de repasar ese informe, llama la atención de mi delegación algunos datos que quisiéramos compartir:


En primer lugar, señor Presidente, llaman la atención de manera inexorable algunas cifras, que en el contexto histórico de los últimos años ponen en manifiesto un aumento vertiginoso de la actividad contenciosa, con un número de casos sometidos a la jurisdicción de la Corte que se ha más que duplicado a partir del 2003 como resultado del proceso de reformas reglamentarias ensayado por la Corte a inicios de la década y que además es un elemento que cobra especial relevancia con el último proceso de reformas adoptadas en el 2009 y que se empezarían a implementar a partir de este año.  A la par de ello, llama la atención consecuentemente el aumento sustantivo en la producción forense de la Corte, que se revela a través de las estadísticas expuestas en el informe de este año y que forman parte de una constante histórica en la última década.


Vista dentro de esta óptica la actividad desarrollada por la Corte en el ejercicio de las funciones jurisdiccionales que le son consustanciales, vemos en un segundo lugar cómo los mecanismos procesales para asegurar la observancia de sus decisiones han absorbido en los últimos años importantes labores y esfuerzos del tribunal valorados en términos estrictamente cuantitativos, que se materializan sobre todo a través del número total de procedimientos de supervisión de cumplimiento de sentencias abiertos y acumulados a lo largo de los años, y que a la fecha de hoy suman 104.  Se observa que con el aumento de la actividad contenciosa a partir del Reglamento del 2001 y, sobre todo, a partir de la jurisprudencia sentada  ese Alto Tribunal tras el caso Baena Ricardo en el 2003 y el caso Caesar del 2005  -que han resuelto de manera definitiva la supervisión del cumplimiento de sentencias como una atribución inherente a la jurisdicción de la Corte y práctica aceptada en el Sistema Interamericano- el número de asuntos abiertos ha crecido vertiginosamente ya que, de 10 en el año 2000 pasaron a ser 27 en el 2002, 42 en el 2004, 75 en el 2006 y ya para el año 2009 llegaron a superar el umbral de los 100.  


Las cifras anteriores arrojan,  ya por sí mismas, algunos datos importantes sobre las dificultades que aún se continúan sucediendo para el cabal y total cumplimiento de las sentencias de la Corte.  Por ello, de ese informe en tercer lugar salta a la vista, de una manera preponderante y absoluta, que este continúa siendo además un tema que requiere del mayor esfuerzo y compromiso por parte de los Estados.  A pesar de que dicho informe arroja datos sobre cumplimiento de sentencias de 81 % en lo que respecta a costas y gastos procesales, y de 83 % en lo que respecta a indemnizaciones y aún cuando pudiese pensarse ordinariamente que el porcentaje de sentencias cumplidas -que superan en promedio el 80 %- es relativamente satisfactorio, entendemos si embargo que esas cifras aún resultan muy lejanas del 100% de sentencias cumplidas, conforme a las exigencias que claramente plantean el ideal y una necesidad real de justicia internacional en el hemisferio.


Por otra parte, a casi 30 años del asunto de Viviana Gallardo, introducido en 1981 por Costa Rica y en que se activaron por vez primera los mecanismos de la jurisdicción contenciosa de la Corte, apreciamos cómo ese Tribunal Internacional ha emitido 211 sentencias. Ello se corresponde con la resolución de un total de 120 casos contenciosos sometidos a su conocimiento, de los cuales 85 -esto es el 71% o casi tres cuartas partes- del total de casos, han sido resueltos por la Corte tan sólo en los últimos 6 años (2003-2009).  


De Fairén Garbi y Solís Corrales, Velázquez Rodríguez, y Godínez Cruz, puede agregarse que han pasado más de 22 años desde los casos -tristemente célebres- sobre desapariciones forzadas en que la Corte hubo de verse compelida a activar en 1988 -y por primera vez- los mecanismos de justicia cautelar previstos en el artículo 63 del Pacto de San José.  Se observa, del informe presentado, que desde esa fecha han sido 81 en total las medidas provisionales dictadas (entre decisiones pendete lite y aprovisionamientos ante causam) y que a partir del 2004 -hasta la fecha- las solicitudes de medidas provisionales presentadas ante la Corte se han duplicado, e incluso triplicado, tan solo en relación con el 2002 y 2003.  Como resultado, hoy son 42 las medidas provisionales en curso, atendidas todas por la Corte bajo situaciones de urgencia y extrema gravedad, donde el número de 10 medidas provisionales activas y bajo su supervisión en el 2001, ya se había duplicado en el 2002, se había más que triplicado para el 2004 con 34 medidas provisionales en curso y llegó más que a cuadruplicarse en los últimos cuatro años (2006-2009), con un pico en el 2006 cuando casi se quintuplicó con 46 procedimientos cautelares abiertos.


A todo ello, mi delegación estima como un cuarto punto que resultan a todas luces encomiables -y dignos de reconocer- los esfuerzos desarrollados por la Corte para lograr una reducción significativa del número de asuntos por resolver que se acumulan anualmente, a un récord de 15 casos en promedio durante los últimos 5 años (2005-2009), luego de haber pasado de un 12 casos acumulados en el 2002, a 22 casos pendientes en el 2003 y 2004.  Igualmente significativa ha sido la reducción experimentada en la duración promedio para la tramitación de casos en la Corte, donde hoy un asunto tarda poco menos de año y medio para lograr una decisión final sobre reparaciones, comparado con los 20 meses de hace 10 años, y los casi 3 años y medio de hace 15 años.  Atendemos la proyección de que, con las reformas reglamentarias más recientes y la acción procesal directa de las víctimas y sus representantes, dicho plazo sea susceptible de reducirse aún más.

Señor Presidente,


Hemos hecho referencia tan sólo a algunos de los datos más representativos en lo que se refiere a la función jurisdiccional para procurar una exposición más sucinta, y hemos dejado de considerar toda referencia a la función consultiva de la Corte y otros importantes elementos relativos a su función jurisdiccional.  Nos hemos valido de esos datos para poner en perspectiva el vertiginoso aumento de las labores ordinarias de la Corte en los últimos años y los esfuerzos titánicos realizados por ese Alto Tribunal para atender no sólo adecuadamente las demandas que platean en un tono creciente las exigencias de justicia en el hemisferio, sino para hacerlo además con acertados criterios de eficiencia y celeridad.


Sin embargo, como una primera reflexión, observamos con preocupación que todo lo anterior contrasta abruptamente con las dotaciones presupuestarias que la Organización de los Estados Americanos destina de su fondo regular para el adecuado financiamiento del Sistema Interamericano de Promoción y Protección de los Derechos Humanos y, particularmente, de la Corte Interamericana.


En los últimos años hemos venido advirtiendo desde la Comisión de Asuntos Jurídicos y Políticos, cómo las partidas presupuestarias en definitiva no se corresponden ni con la realidad señalada, ni con las necesidades operacionales expresadas por los órganos del Sistema Interamericano de Derechos Humanos, a pesar del considerable aumento en el número de casos atendidos y el crecimiento progresivo del volumen de trabajo, y -más aún- a pesar de los ingentes esfuerzos de la Corte que han valido una significativa reducción en los plazos de resolución y en el número de asuntos acumulados, evidentes una vez más a través de su informe anual.  Tampoco se corresponden con la intención, el compromiso y la voluntad expresada por los Estados años tras año en este y diversos foros, de procurar soluciones financieras a la Corte que resulten sostenibles y con un carácter apremiante.


Observamos con preocupación que, a pesar del considerable crecimiento de la actividad litigiosa ante la Corte y las necesidades señaladas y reiteradas año tras año en este mismo foro, y a pesar de los compromisos expresados por los Estados, el presupuesto de la Corte proveniente del fondo regular de la Organización no sólo se ha mantenido prácticamente invariable y congelado a lo largo de esta década entre 1,7% y 2% del presupuesto total de la Organización, sino que además fue reducido en alguna proporción durante el 2004, 2005, 2006 y 2009 en relación con las asignaciones presupuestarias de años anteriores.  Ello, en criterio de mi delegación, resulta sencillamente injustificable.  Y ha sido precisamente por ese mismo motivo que en los trabajos preparatorios de la Asamblea General Extraordinaria de setiembre del 2009 en que se aprobó el programa presupuesto de la Organización para este año, mi delegación adoptó una firme y vehemente posición de procurar una mejora que a la larga se tradujo en una dotación adicional de $55 mil para la Corte durante el 2010. Para este año, señor Presidente, quisiéramos manifestar nuestro compromiso de poner un igual empeño por lograr –con el apoyo de otras delegaciones- una mejor dotación para el 2011 que la ya lograda el año anterior.


Vemos asimismo con desazón que los incrementos presupuestarios destinados a los dos órganos del Sistema, la Corte y la Comisión, no resultan históricamente equiparables en la misma proporción.  Cito tan sólo dos ejemplos: para el 2009, mientras que la apropiaciones presupuestarias del fondo regular para la Comisión se incrementaron en más de 11%, para Corte lo fue apenas de 1,4%; igualmente, para el 2010 el aumento presupuestario para la CIDH fue de casi 20%, mientras que para la Corte fue de menos de 5%.  Esa desproporción, tampoco resulta conveniente, razonable, ni  justificable y además da un mensaje equívoco.  Por lo tanto, somos de la firme idea de que a partir de este año se requiere un mayor equilibrio en ese sentido, y se corrija esa tendencia para procurar que ambos órganos del Sistema se vean beneficiados en la misma dimensión porcentual de todo aumento presupuestario que determine la Organización.


Costa Rica estima que la promoción y la protección de los derechos humanos en el hemisferio imprimen y deben seguir imprimiendo una orientación a la Organización con un sentido francamente cardinal.  Creemos fielmente que los derechos humanos continúan manteniendo un carácter fundacional del Sistema Interamericano y es precisamente en esa misma medida que debe evaluarse y ponerse en perspectiva labor desarrollada por los órganos de promoción y protección de los derechos humanos.  Por ello, somos optimistas respecto a los resultados del proceso de fijación de prioridades de la Organización que se ha emprendido en los últimos meses desde la Comisión de Asuntos Administrativos y Presupuestarios por mandato de la Asamblea General, de cuyos resultados nos mantenemos a la expectativa, en la convicción de que dicho proceso finalmente permita traducir financieramente la importancia política que sin duda alguna los Estados asignan al tema y reflejarla presupuestariamente en las prioridades de la Organización.  

Señor Presidente,


Obligada referencia merece las reformas reglamentarias ensayadas por la Corte en su propio reglamento en el 2009.  Mi delegación reconoce y agradece profundamente el proceso desarrollado por la Corte para consultar a los Estados, la sociedad civil y la Comisión y entendemos que el nuevo Reglamento ha sido producto de esa perspicaz labor.  No nos referiremos puntualmente al contenido de esas reformas ya que en oportunidad lo hemos hecho dentro de esas mismas consultas y dentro del proceso de diálogos y reflexión emprendido desde la CAJP en los meses previos, pero sí desearíamos parafrasear al Juez Manuel Ventura Robles al señalar que a 30 años de prolífica labor, posiblemente nos encontramos celebrando con la Corte la efemérides de un quinto momento en su devenir histórico.  Si duda alguna, con las últimas reformas reglamentarias el locus standi in judicio se encuentra hoy más cerca que nunca, de aquel ideal de justicia que propone el reconocimiento de un verdadero ius standi a favor de las víctimas de violaciones a derechos humanos en el continente ante todas las instancias del sistema.


Por último, quisiera solamente presentar brevemente dos asuntos finales.  El primero, que se trata de una propuesta para retomar el proceso de diálogo, discusión y reflexión conjunta llevado a cabo tan exitosamente desde la CAJP en los últimos dos años, con la intención de abordar algunos de los temas aún pendientes en la agenda.  Estimamos que uno de esos temas consistiría, precisamente, en los mecanismos de cumplimiento de las decisiones de la Corte y de las recomendaciones de la Comisión, tanto en plano interno como en el plano colectivo, y que continúa siendo uno de los principales adeudos que mantenemos los Estados con el Sistema.


El segundo asunto, como no podría ser de otra forma, consiste en reiterar un respetuoso pero vehemente llamado a los países que no hubiesen ratificado el Pacto de San José o reconocido la competencia contenciosa de la Corte, a que consideren hacerlo prontamente.


De nuevo, nuestro agradecimiento al señor Presidente de la Corte y nuestro reconocimiento a Usted, señor Presidente, por este facilitar espacio de diálogo.


Una mayor utilización del recurso a la función consultiva de la Corte, la cual entendemos no depende tanto del de la adhesión o ratificación del Pacto de San José, ni del reconocimiento de la competencia contenciosa del Tribunal conforme al artículo 62 de ese mismo instrumento, como sí derivaría -más bien- de la posición de la Corte como órgano del Sistema con funciones exclusivas para la interpretación de la Convención Americana u otros tratados sobre derechos humanos, tal como lo señalan la Convención Americana y su propio Estatuto; instrumento este último aprobado en 1979 por los Estados Miembros de la Organización mediante resolución de la Asamblea General de La Paz, y modificado posteriormente en las Asambleas Generales de 1982 en Washington y 1991 en Santiago.  Es de hacerse notar que la función consultiva de la Corte, en todo caso, responde a la formulación de consultas y dictámenes hipotéticos y que, por disposición normativa, se encuentra abierta a todos los Estados Miembros de la Organización y a los órganos principales de la misma.
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